
 

     
                                                                          

                        
 

SIGCMA 

Número Único  110016000000201701272-00 
Ubicación  47473 – 20  
Condenado JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN 
C.C # 71189324 

 
TRASLADO PROCESADO  
 

CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 11 de enero de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia del 
VEINTICUATRO (24) de NOVIEMBRE de DOS MIL VEINTIDOS (2022) por el 
término de cuatro (4) días para que presente la sustentación respectiva, de 
conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 16 de enero 
de 2023. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
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Número Único  110016000000201701272-00 
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CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 17 de Enero de 2023, se corre traslado por el término común de 
cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 
inciso 1° del C.P.P. Vence el 20 de Enero de 2023. 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
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RV: Comparto 'APELACION JOSÉ IGNACIO CORTES GUZMÁN' con usted (No 35-2017)

Juzgado 20 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 12/12/2022 8:03 AM

Para: Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (165 KB)
APELACION JOSÉ IGNACIO CORTES GUZMÁN.pdf;

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

CALLE 11 No. 9 A – 24 PISO 6 TEL. 3423028 
ejcp20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 

 
Bogotá D.C. 12 de diciembre  de 2022 
 
Remito para su trámite. 
 
Cordialmente,  
 

JUZGADO VEINTE DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE
BOGOTÁ

De: Juzgado 01 Penal Circuito Especializado - Bogotá - Bogotá D.C. <j01pcebt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: sábado, 10 de diciembre de 2022 11:44 a. m.
Para: Alvaro Andres Rodriguez <alan_ro67@hotmail.com>
Cc: Secretaria Centro Servicios Juzgado 01 Penal Circuito Especializado - Bogotá
<seccsj01pctoebta@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Juzgado 20 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá -
Bogotá D.C. <ejcp20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RV: Comparto 'APELACION JOSÉ IGNACIO CORTES GUZMÁN' con usted (No 35-2017)
 
Buenos días señor
JOSÉ IGNACIO CORTÉS GUZMÁN - Sentenciado
ATT. JUZGADO 20 EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD, 

Me permito informarle POR TERCERA VEZ que la interposición del recurso
de apelación, debe ser tramitada ante el Juzgado Ejecutor - 20 Ejecución
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de Penas y Medidas de Seguridad; razón por la cual se les remite con
copia, para el trámite respectivo. 

Lo anterior para su conocimiento y demás fines legales pertinentes.

Cordial saludo,

YUDY ALEXANDRA ARISMENDY RAMIREZ
Auxiliar Judicial

JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ D.C.
Mail: j01pcebt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

De: Alvaro Andres Rodriguez <alan_ro67@hotmail.com>
Enviado: jueves, 8 de diciembre de 2022 1:28 p. m.
Para: Juzgado 01 Penal Circuito Especializado - Bogotá - Bogotá D.C. <j01pcebt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Comparto 'APELACION JOSÉ IGNACIO CORTES GUZMÁN' con usted
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Señor  
JUEZ VEINTE DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD   
Bogotá D.C.  
 
 
 
REF.: Radicación 110016000000201701227200   N.I. 47473. 
 
 
 

I.- OBJETIVO. 
 
 
En mi condición de defensor técnico de confianza del señor JOSE IGNACIO CORTES 
GUZMAN, dentro de la causa de la referencia, en el término legal para ello, 
comedidamente me permito INTERPONER Y SUSTENTAR recurso vertical de 
APELACION, en contra del auto de fecha veinticuatro (24) de noviembre de dos mil 
veintidós (2022), mediante el cual ese Despacho Judicial negó a mí defendido el 
subrogado de la LIBERTAD CONDICIONAL.    
 
 

II.- FUNDAMENTOS DE LA DECISION IMPUGNADA. 
 
 
En la providencia impugnada, luego de hacerse una somera reseña de la actuación 
procesal; después de transcribir la norma que regula el subrogado de la libertad 
condicional -artículo 64 de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 30 de la Ley 
1709 de 2014-, de precisar las exigencias legales para que proceda la concesión de 
dicho subrogado y; de hacer una larguísima transcripción jurisprudencial, el Juzgado 
señaló:  
 

“Bajo tales derroteros, el Despacho realiza el estudio en conjunto de los 
requisitos establecidos por la ley, para el sustituto deprecado, en 
consecuencia, respecto a la conducta del penado, se remitieron certificaciones 
de calificación de conducta en el centro penitenciario, las que fueron 
reportadas por el Complejo penitenciario y Carcelario Metropolitano la Picota 
en los grados de BUENA y EJEMPLAR, donde el penado ajusto su 
comportamiento, además, que se conoce de las actividades que el precitado 
realiza en el centro penitenciario, por las cuales alcanza el reconocimiento de 
redención de pena a su favor.  
 
Respecto de la verificación de arraigo familiar  y social del sentenciado 
tenemos que, respecto al requisitos de verificación de arraigo familiar y social 
del penado, tenemos que el precitado allega documentos que fijan su 
residencia en la DIAGONAL 77 N 123 A-88 QUINTAS DE LA SABANA ETAPA II, 
donde reside su compañera permanente según consta en el certificado de 
declaración extrajuicio que también es adjunta, persona que está en 
disposición de acogerlo, en caso de otorgarse el sustituto deprecado.  
 
De cara al pago de los daños y perjuicios de la víctima, se desconoce si las 
víctimas iniciaron la apertura de incidente de reparación integral respecto de 
la conducta de homicidio en este asunto, tampoco se acredita tal aspecto, por 
parte del condenado, ya que ninguna manifestación hizo sobre este aspecto.  
 
Finalmente, no puede escapar el análisis de esta Judicatura, el presupuesto de 
corte subjetivo, de la normatividad invocada, pues se debe en igual medida 
hacer alusión a la previa valoración de la conducta punible, al igual que al 
adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario 
en el centro de reclusión, que permitan suponer fundadamente que no existe 
necesidad de continuar la ejecución de la pena.” (Sic) 
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Nuevamente, el Juzgado transcribe otros apartes jurisprudenciales y, seguidamente, en 
la página 5 del auto aquí impugnado señaló: 
 

“En tales condiciones, el juicio que se impone, derivado de la valoración de las 
condiciones particulares del condenado, no tiene finalidad distinta que 
determinar la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a partir 
de su comportamiento carcelario, previa valoración de la gravedad de la 
conducta punible, en los términos indicados, según lo preceptúa el citado 
artículo 64 transcrito.  
 
En el presente caso, en la sentencia proferida por el Juzgado 1º Penal del 
Circuito Especializado de Bogotá, de fecha 4 de diciembre de 2018, se calificó 
y valoró la conducta en el fallo condenatorio, la cual de manera incuestionable 
debe calificarse de extrema gravedad, reflejada en las mismas circunstancias 
modales en las que se produjo. Al respecto manifestó: 
 
“(…) De acuerdo con los documentos que aportó el ente acusador se sabe que 
OSCAR MAURICIO OSORIO FRANCO fue asesinado el 24 de septiembre de 
2015, en el almacén ubicado en carrera 97B No 157, a manos de miembros de 
dicha organización, siendo JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN quien accionó el 
arma de fuego que acabó con la vida de aquel 
 
(…) 
 
De los medios de convicción atrás referidos también se extrae que los 
afectados afectaron el bien jurídico de la seguridad pública toda vez que se 
concertaron para cometer delitos indeterminados, sobre todo, uno de los más 
graves para el tejido social colombiano, como lo es el tráfico de 
estupefacientes puesto que su cadena de producción, distribución y expendio 
deteriora varios subsistemas sociales. 
 
En igual medida, el ajusticiado JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN afectó el 
mismo bien jurídico al portar un arma de fuego sin permiso, con la cual, acabó 
con la vida del señor OSOSRIO FRANCO”. 
 
Indiscutible se torna que se exteriorizó con la comisión de los delitos, un 
comportamiento que refleja irrespeto e irreverencia para la sociedad, así 
como desconocimiento de la norma penal, no pudiéndose dejar de lado, en 
tratándose de la ejecución de la pena de prisión, las funciones de ésta relativas 
a la prevención general y a la retribución justa. 
 
La gravedad de la conducta punible constituye un juicio de valor dirigido a 
construir el pronóstico de readaptación social, máxime cuando el fin de la 
ejecución de la pena no solamente apunta a una readecuación del 
comportamiento del individuo para su vida futura en sociedad, sino también 
a proteger a la comunidad de hechos atentatorios contra bienes jurídicos 
protegidos legalmente, es decir, se itera, dentro del marco de la prevención 
especial y general, de manera tal que en cuanto mayor sea la gravedad del 
delito y la intensidad del grado de culpabilidad, considerando por supuesto el 
propósito de resocialización de la ejecución punitiva, el Estado no puede 
obviar las necesidades preventivas generales para la preservación del mínimo 
social. 
 
El Despacho considera que aún en el evento de que el recluso hubiese tenido 
un buen comportamiento en su lugar de presidio, dicha circunstancia implica 
lógicamente que el condenado debe acatar los compromisos de la prisión, sin 
que la misma per se desemboque necesariamente en el otorgamiento del 
sustituto, pues como se anotó en líneas anteriores, se requiere la confluencia 
positiva de otros factores que precisamente fallan en el asunto bajo examen. 
 
Conforme lo expuesto, la valoración legal del comportamiento ilícito por el 
que se le sentenció, al igual que la naturaleza y modalidades del mismo, con 
fundamento en el estudio del Juzgado fallador, se hace necesaria la 
continuación de la ejecución de la pena en el sitio de reclusión intramural, y 
que la sanción impuesta debe cumplirse en su totalidad, negándose, por tanto, 
la Libertad Condicional impetrada.” 

  



Página 3 de 10 
 

Vuelve el Juzgado a hacer otra transcripción jurisprudencial, para finalizar así: 
 

“Destaca este Juzgado, que en igual circunstancia que en la enrostrada en el 
fallo constitucional, se determinó en este evento, la necesidad de continuar 
con el tratamiento penitenciario para el condenado JOSE IGNACIO CORTES 
GUZMAN, por cuanto, prevalece la gravedad de las conductas desplegadas por 
éste, pues lo acaecido implicó la grave lesión en contra de la población 
vulnerable del país, que deteriora en gran medida la salud y la vida de los 
jóvenes quienes se ven expuestos a esta clase de grupos delincuenciales, para 
obtener la sustancia a cualquier costo. 
 
Evidente se tornó que, al perpetrarse el proceso de dependencia al 
alucinógeno, el entorno de quien consume se afecta, generando problemática 
en su familia, amigos, sociedad, en la escolaridad y su trabajo, sin dejar de lado, 
que el consumidor comete otra clase de ilícitos, a fin de conseguir lo suficiente 
para acceder al estupefaciente. 
 
En esas condiciones, considera este Juzgado, que no se hace procedente el 
instituto de libertad condicional a favor del penado, pues, no puede dejarse de 
lado que uno de los fines de la pena es lograr la reincorporación del condenado 
en la comunidad, contra la cual, atentó de manera grave e indolente, pues su 
actuar delictivo irrespetó la salud pública y la vida de sus congéneres, y que si 
bien su comportamiento en el centro carcelario ha sido de realizar actividades 
que le generan reconocimiento de redención de pena, no puede traducirse 
para que de manera innegable se le otorgue el subrogado deprecado, ya que 
de ser así, se contraría el objetivo de la resocialización, que no es otra que, el 
condenado de manera consciente asuma que el daño causado a la comunidad 
fue de tal magnitud, que debe existir el real compromiso de garantizar la no 
repetición de los actos delictivos por los cuales resultó condenado.” (Sic). 

 
 

III.- FUNDAMENTOS DEL DISENSO. 
 
 
Aunque en el ejercicio de mi profesión como abogado litigante me he caracterizado por 
ser supremamente respetuoso de las decisiones judiciales y de los argumentos, 
equivocados o no (los jueces son falibles) que sustentan esas determinaciones; en esta 
ocasión, lo menos que puedo manifestar es mi gran asombro y mi gran preocupación 
por la equivocada interpretación que se está haciendo del precepto que regula el 
subrogado de la libertad condicional; interpretación con la cual, no sólo se desconocen 
deliberadamente los claros lineamientos que han trazado la Honorable Corte 
Constitucional y la Sala Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia  en torno a la 
manera en que debe entenderse y aplicarse dicha norma, sino que también, está 
llevando a una completa inoperancia e ineficacia del subrogado penal de la libertad 
condicional, el cual, dicho sea de paso, más allá de representar un beneficio liberatorio 
del condenado que conceden los jueces por gracia -como parece entenderse por 
algunos-, en realidad es un paso más en el proceso de resocialización, de reinserción 
social, de la persona que ya ha cumplido las tres quintas partes de la pena que se le 
impuso y, los restantes requisitos legalmente establecidos para concederlo.  
 
Sería necio entrar a discutir si el Juez de la República que debe decidir sobre una 
solicitud de libertad condicional está facultado o no para incluir en sus 
argumentaciones una valoración de la conducta punible; pues es absolutamente 
evidente que sí está facultado legalmente para hacerlo. Sin embargo, lo que 
definitivamente se debe entender es que, tal y como reiteradamente lo ha venido 
precisando la jurisprudencia tanto constitucional como ordinaria, no se puede negar un 
subrogado penal como la libertad condicional, con el simple argumento que la conducta 
o conductas por las cuales se impuso la pena, reviste gravedad, o mayor gravedad, o son 
de una inusitada gravedad; pues, ello lamentablemente llevaría, en la práctica, tal y 
como actualmente está sucediendo, a que prácticamente ningún condenado pueda 
acceder al beneficio de la libertad condicional, porque, en últimas, todas las conductas 
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punibles, per se, revisten gravedad, pues de lo contrario, el legislador no las elevaría a 
la categoría de delitos.   
 
No, entiéndase por favor, de una vez por todas, que esa valoración de la conducta 
punible que el Juez está autorizado a realizar, tal y como lo ha reiterado la 
jurisprudencia constitucional y ordinaria vernácula, no puede estar referida 
exclusivamente a la gravedad de la conducta o conductas punibles por las cuales se 
impuso la condena -considerando lo que sobre el particular se expuso en la sentencia o 
las sentencias mediante las cuales se impuso la pena-; sino que esa valoración también 
debe incluir las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal en 
la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de la 
libertad condicional y, también, debe contener un diagnóstico serio de la necesidad o 
no de continuar ejecutando la pena con privación de la libertad, mismo que debe 
emerger de las evidencias que se tengan respecto del comportamiento observado por 
el condenado mientras se encuentra privado de su libertad, que no de afirmaciones 
manifiestamente subjetivas e indemostradas o sin fundamento que exponga el Juez que 
resuelva una petición de libertad condicional. 
 
Lo anterior no es un argumento baladí, ni inventado por el suscrito, pues es lo que 
diáfanamente emerge de la sentencia C-757 de 2014: 
 

“23. (…) si bien el juez de ejecución de penas debe valorar la conducta punible, 
debe analizarla como un elemento dentro de un conjunto de circunstancias. 
Sólo una de tales circunstancias es la conducta punible. Además de valorar la 
conducta punible, el juez de ejecución de penas debe estudiar el 
comportamiento del condenado dentro del penal, y en general considerar toda 
una serie de elementos posteriores a la imposición de la condena. Con 
fundamento en este conjunto de circunstancias, y no sólo en la valoración de la 
conducta punible, debe el juez de ejecución de penas adoptar su decisión.” 
(Resaltamos), 

 
En la misma sentencia, el Alto Tribunal Constitucional, también anotó: 
 

“En los mismos términos, cuando la norma acusada dice que la libertad 
condicional podrá concederse previa valoración de la gravedad de la conducta, 
no significa que el Juez de Ejecución de Penas y Medida de Seguridad quede 

autorizado para valorar la gravedad de la conducta. Lo que la norma indica 
es que dicho funcionario deberá tener en cuenta la gravedad del 
comportamiento punible, calificado y valorado previamente en la 
sentencia condenatoria por el juez de conocimiento, como criterio 
para conceder el subrogado penal. 

“Adicionalmente, el juicio que adelanta el Juez de Ejecución de 
Penas tiene una finalidad específica, cual es la de establecer la 
necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a partir 
del comportamiento carcelario del condenado. En este contexto, 
el estudio del Juez de Ejecución no se hace desde la perspectiva de 
la responsabilidad penal del condenado –resuelta ya en la 
instancia correspondiente, ante el juez de conocimiento- sino 
desde la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo 
sentido, el estudio versa sobre hechos distintos a los que fueron 
objeto de reproche en la sentencia condenatoria, cuáles son los 
ocurridos con posterioridad a la misma, vinculados con el 
comportamiento del sentenciado en reclusión.”  (Resaltamos). 

 
Precisamente considerando estos precedentes jurisprudenciales, consignados en 
sentencias de constitucionalidad, que por ende son de obligatorio cumplimiento por 
todos los Jueces de la República, es que muy respetuosamente no se pueden compartir 
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los argumentos del Juez a-quo atrás transcritos, pues, los mismos evidencia claramente 
cuán equivocados y hasta contradictorios son. Vemos por qué:    
 
Note Honorable Juez Ad-quem, que la Honorable Jueza, en la providencia impugnada 
reconoció que al sumar el tiempo que mí defendido lleva en prisión intramural por 
razón de este proceso y el tiempo que se le ha reconocido como redención de pena, ya  
cumplió más de las tres quintas partes de la pena que se le impuso; que, durante su 
prolongada privación domiciliaria de la libertad, el proceso de resocialización de mí 
defendido ha avanzado sin mayores tropiezos, pues, su comportamiento ha sido 
calificado como ejemplar; que dentro del proceso está demostrado que tiene un arraigo 
familiar y social. Además, después estableció, que tampoco, dentro de este proceso, 
existe condena alguna al pago de perjuicios que mí representado esté obligado a 
reparar.   
 
Sin embargo, no obstante cumplirse todos y cada uno de los requisitos establecidos en 
el artículo 64 del C.P. para conceder la libertad condicional a mí aquí representado 
judicial; equivocadamente la Jueza a-quo concluye que es necesario que se continúe 
ejecutando la pena, en privación de la libertad, dada la gravedad de las conductas 
punibles por las cuales se le condenó y, porque, de cara a los fines que la pena esta 
llamada a cumplir, conforme a lo dispuesto en el artículo 4º del Código Penal, de ella, 
no sólo se predica su propósito resocializador, sino que además tiene asignadas 
funciones preventivas, ya que a través suyo se intenta prevenir que el condenado 
cometa de nuevo otras conductas punibles (protección) y disuadirlo a él y a las demás 
personas de cometerlas (prevención especial y general), poniendo de presente las 
consecuencias que su comisión ocasiona.  
 
Respecto a tal argumentación, con todo respeto debo decir que es equivocada, porque, 
en primer lugar, el análisis que el Juez de Ejecución de Penas está facultado para realizar 
sobre la gravedad de la conducta debe atenerse a los términos en que fue evaluada la 
gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria por parte del juez o jueces de la 
causa y; basta con mirar los apartes de la sentencia condenatoria de única instancia 
transcritos en el auto apelado, cuando se refirió sobre el particular, para concluir, que 
en ellos el Juez fallador se está refiriendo a las circunstancias modales de los hechos, a 
los bienes jurídicos que resultaron vulnerados; pero, no hace mención específica a la 
gravedad de esos hechos, excepción hecha a la conducta relacionada con el tráfico de 
estupefacientes, cuando se refirió a la antijuridicidad de los mismos.  
 
No obstante, la señora Jueza a-quo, en la providencia aquí apelada, terminó haciendo 
una serie de aseveraciones propias adicionales para dar sustento a su manifestación 
relacionada con la, a su juicio, mayor gravedad de las conductas por las cuales mí 
defendido fue condenado, como, por ejemplo:     
 

“Destaca este Juzgado, que en igual circunstancia que en la enrostrada en el 
fallo constitucional, se determinó en este evento, la necesidad de continuar 
con el tratamiento penitenciario para el condenado JOSE IGNACIO CORTES 
GUZMAN, por cuanto, prevalece la gravedad de las conductas desplegadas por 
éste, pues lo acaecido implicó la grave lesión en contra de la población 
vulnerable del país, que deteriora en gran medida la salud y la vida de los 
jóvenes quienes se ven expuestos a esta clase de grupos delincuenciales, para 
obtener la sustancia a cualquier costo. 
 
Evidente se tornó que, al perpetrarse el proceso de dependencia al alucinógeno, 
el entorno de quien consume se afecta, generando problemática en su familia, 
amigos, sociedad, en la escolaridad y su trabajo, sin dejar de lado, que el 
consumidor comete otra clase de ilícitos, a fin de conseguir lo suficiente para 
acceder al estupefaciente.”  (Resaltamos). 

 
Además, la argumentación expuesta y que respetuosamente no se comparte, es 
absolutamente contradictoria con lo que reiteradamente ha precisado la Honorable 
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Corte Constitucional en punto a la naturaleza jurídica del subrogado penal de la libertad 
condicional, su teleología, su fundamento central, los factores de verificación para su 
concesión, etc.  
 
En efecto, sobre el particular, el Alto Tribunal Constitucional, en la sentencia C-806 de 
2002, magistralmente, precisó:  
 

“…, teniendo en cuenta que la pena debe responder al principio de necesidad, 
en el marco de la prevención especial y las instituciones que la desarrollan, el 
legislador colombiano ha considerado que si un condenado, bajo determinadas 
condiciones y circunstancias, no necesita de la privación física de la libertad 
para readaptarse a la sociedad, debe brindársele la oportunidad de cumplir con 
su condena mediante mecanismos que, sin dejar de ser eficaces, comporten una 
menor aflicción. En este sentido, es claro que nuestra legislación no es ajena a 
las corrientes de la criminología crítica, pues pese a no recoger una posición 
extrema como sería la corriente abolicionista, le da cabida a los subrogados 
penales para evitar la permanencia de los individuos en las prisiones, cuando 
son sentenciados y condenados a penas privativas de la libertad, buscando con 
estas medidas dar aplicación en concreto a una de las funciones declaradas de 
la pena como es la resocialización del sentenciado. 
 
Los subrogados penales son mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la 
libertad que se conceden a los individuos que han sido condenados, siempre y 
cuando cumplan los requisitos objetivos y subjetivos establecidos por el 
legislador. … 
 
(…) 
 
Por su parte, el mecanismo de la libertad condicional no sólo supone la 
existencia de una condena a pena privativa de la libertad …, sino, además, que 
el condenado se encuentre efectivamente privado de la libertad y haya 
cumplido las tres quintas partes de la condena. Y, para obtener el derecho, el 
condenado debe observar buena conducta en el establecimiento carcelario, de 
tal forma que el juez pueda deducir, motivadamente, que no existe necesidad 
para continuar con la ejecución de la pena, …. Una vez concedida la libertad 
condicional, el beneficiario debe cumplir con las mismas obligaciones 
impuestas para la suspensión condicional de la ejecución de la pena. La 
libertad condicional tiene entonces un doble significado, tanto moral como 
social; lo primero, porque estimula al condenado que ha dado muestra de su 
readaptación, y lo segundo, porque motiva a los demás condenados a seguir el 
mismo ejemplo con lo cual se logra la finalidad rehabilitadora de la pena.       
 
Entonces, en el caso de la libertad condicional, se observa que también el 
legislador quiso contar con la cooperación del condenado, pues una vez en 
ejecución la pena de prisión, toma en cuenta su buena conducta como indicativa 
de voluntad de resocialización, …  
 
Como puede apreciarse, para que el juez pueda conceder la suspensión 
condicional de la ejecución de la pena o la libertad condicional, debe verificar 
tanto factores objetivos que se refieren, en ambos casos, al quantum de la pena 
y al cumplimiento parcial de aquélla en el evento de la libertad condicional, 
como factores relacionados básicamente con antecedentes personales, sociales  
y familiares del sentenciado así como la modalidad y gravedad de la conducta, 
en un caso, y la buena conducta en el establecimiento carcelario en el otro, que 
le permitan deducir o sean indicativos de que no existe necesidad de la 
ejecución de la pena o de una parte de ella. De manera que, una vez 
demostrados los requisitos correspondientes, al condenado le asiste un 
verdadero derecho al subrogado penal, y su otorgamiento, por tanto, no podrá 
considerarse como una gracia o favor que dependa del simple arbitrio del juez. 
 
Tal como se anotó, el fundamento que inspira estos subrogados penales es el 
derecho que tiene todo condenado a su resocialización, pues como ya lo ha 
expresado esta Corporación "lo que compromete la existencia de la posibilidad 
de resocialización no es la drástica incriminación de la conducta delictiva, sino 
más bien la existencia de sistemas que, como los subrogados penales y los 
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sistemas de redención de la pena, garanticen al individuo que rectifica y enruta 
su conducta, la efectiva reinserción en la sociedad".” (Resaltamos) 

  
Considerando las anteriores precisiones de la Honorable Corte Constitucional, 
reiteradas en otras sentencias en las que se ha tratado el mismo tema, como son C-194 
de 2005, C-679 de 2008, C-757 de 2014 y T-640 de 2017, es manifiesto el yerro en las 
conclusiones de la Señora Jueza, porque, si se analizan las cosas, en conjunto, como debe 
hacerse, dable es concluir que si bien las conductas por las cuales se condenó a mi 
defendido resultan tener gravedad; no por esa exclusiva razón, se podría concluir 
categóricamente como lo hizo la Señora Jueza, que, en este momento, JOSE IGNACIO 
CORTES GUZMAN no es merecedor a su libertad condicional. 
  
Lo anterior, porque, tal como lo señala la jurisprudencia constitucional, a efectos de 
adoptar la decisión más justa, esa gravedad de la conducta se debe analizar y sopesar 
en conjunto con otros aspectos. 
 
Por ejemplo, la señora Jueza desconoció un aparte trascendental consignado por el Juez 
fallador en la sentencia y que, obviamente, resulta beneficioso para mí defendido de 
cara a la concesión del subrogado penal que le fue negado en la providencia aquí 
apelada. En efecto, en la página 15 de esa sentencia, textualmente se lee: 
 

“Aquí, vale resaltar la intención de los procesados -entre ellos mi aquí 
defendido- de pedir perdón por los graves hechos que cometieron, lo que 
denota en ellos un ánimo de resocialización que, por supuesto, deberán 
materializar durante su estadía en la penitenciaría, donde con una conducta 
ejemplar y con dedicación al trabajo y al estudio podrán reincorporarse pronto 
a la sociedad.” (Resaltamos).  

 
Tampoco consideró la Señora Jueza a-quo, que ese ánimo de resocialización 
evidenciado por el Juez fallador, tal y como él lo aconsejó, en el caso de mí defendido, 
luego se materializó con su comportamiento calificado como BUENO y últimamente 
como EJEMPLAR durante todo el tiempo que ha estado privado de su libertad por esos 
hechos por los cuales se le condenó – ya más de sesenta y seis meses (66) de un total 
de ciento diez (110) meses que se le impusieron en la sentencia de única instancia 
proferida en su contra-;  demostrativo ello de su manifiesta y permanente voluntad de 
resocialización, lo cual también se infiere de las actividades que ha realizado durante 
su reclusión, lo que, además, le ha significado una redención de pena de 12 meses y 9.5 
días. 
 
Así las cosas, esa realidad que evidencia el proceso, permite concluir, en estricto 
derecho y, por sobre cualquier consideración meramente subjetiva, que, en este 
momento de la ejecución de la pena que le fue impuesta a JOSE IGNACIO CORTES 
GUZMAN, no existe necesidad alguna de que él continúe privado de su libertad por 
razón de este proceso y; en consecuencia, le asiste todo el derecho de que la judicatura 
le conceda la libertad condicional, como un paso más en el progresivo tratamiento 
penitenciario que busca una menor restricción de la libertad y, su reincorporación 
plena a la sociedad antes del agotamiento total de la condena impuesta.     
 
Por otra parte, argumentó la Señora Jueza a-quo que mí defendido debe continuar 
purgando en prisión la sanción impuesta, porque no puede olvidarse que de la pena, no 
sólo se predica su propósito resocializador, sino que además tiene asignadas funciones 
preventivas, ya que a través suyo se intenta prevenir que el acusado cometa de nuevo  
otras conducta punibles (protección) y disuadirlo a él y a las demás personas de 
cometerlas (prevención especial y general), poniendo de presente las consecuencias 
que su comisión ocasiona. 
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Sobre el particular, debo precisar que tal argumento también desconoce lo que sobre 
las funciones de la pena y el momento procesal en que las mismas se satisfacen, ha 
expuesto reiteradamente en sus precedentes la Honorable Corte Constitucional. Por 
ejemplo, en el fallo C- 802 de 2002, el Alto Tribunal Constitucional precisó: 
 

“Al respecto de la finalidad de la pena, ha señalado esta Corte que, ella tiene 
en nuestro sistema jurídico un fin preventivo, que se cumple básicamente en el 
momento del establecimiento legislativo de la sanción, la cual se presenta como 
la amenaza de un mal ante la violación de las prohibiciones; un fin retributivo, 
que se manifiesta en el momento de la imposición judicial de la pena, y un fin 
resocializador que orienta la ejecución de la misma, de conformidad con los 
principios humanistas y las normas de derecho internacional adoptadas. Ha 
considerado también que “sólo son compatibles con los derechos humanos 
penas que tiendan a la resocialización del condenado, esto es a su incorporación 
a la sociedad como un sujeto que la engrandece, con lo cual además se 
contribuye a la prevención general y la seguridad de la coexistencia, …”.   
(Resaltamos).   

 
También en la sentencia T-640 de 2017, el Alto Tribunal Constitucional, anotó: 
 

“8.1. El sistema penal consagra como funciones de la pena la prevención 
general, la retribución justa, la prevención especial, la reinserción social y la 
protección al condenado. No obstante, solo la prevención especial y la 
reinserción social son las principales funciones que cobran fuerza en el 
momento de la ejecución de la pena de prisión (art. 4 Código Penal), de tal 
forma que como lo ha reconocido la jurisprudencia constitucional desde sus 
inicios, en el Estado social de derecho la ejecución de la sanción penal está 
orientada hacia la prevención especial positiva, esto es, en esta fase se busca 
ante todo la resocialización del condenado respetando su autonomía y la 
dignidad humana como pilar fundamental del derecho penal.  
 
De allí que la teoría actual de la pena refiera que el tratamiento penitenciario 
deba estar dirigido a la consecución de la reeducación y la reinserción social de 
los penados, y deba propender porque el condenado tenga la intención y la 
capacidad de vivir respetando la ley penal, en desarrollo de una actitud de 
respeto por su familia, el prójimo y la sociedad en general. Es lo que se conoce 
como la humanización de la pena a partir del postulado de la dignidad humana 
que establece el artículo 1 de la Constitución Política.    
 
8.2. Ahora bien, muchas veces se presentan tensiones entre la prevención 
general, entendida como la tipificación legal de los hechos punibles que 
pretende desestimular conductas lesivas de bienes jurídicos dignos de ser 
tutelados por el derecho penal otorgando criterios retributivos y de 
proporcionalidad entre delito-pena, y la prevención especial positiva. Tales 
tensiones se materializan en que la prevención general aconseja penas más 
severas, mientras que la prevención especial positiva parte de la base de 
políticas de resocialización que sugieren penas bajas.  
 
8.3. Esa discusión fue abordada en la Sentencia C-261 de 1996 , en la cual la 
Corte concluyó que (i) durante la ejecución de las penas debe predominar la 
búsqueda de la resocialización del delincuente, ya que esto es una consecuencia 
natural de la definición de Colombia como un Estado social de derecho fundado 
en la dignidad humana; (ii) el objeto del derecho penal en un Estado como el 
colombiano, no es excluir al delincuente del pacto social sino buscar su 
reinserción en el mismo; y, (iii) diferentes instrumentos internacionales de 
derechos humanos establecen la función resocializadora del tratamiento 
penitenciario, de tal forma que la pena de prisión o intramural no puede ser 
considerada como la única forma de ejecutar la sanción impuesta al condenado.  
 
Al respecto, el artículo 10.3. del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas, consagra que el régimen penitenciario consiste en un 
tratamiento cuya finalidad esencial es la reforma y la readaptación social de 
los penados. En el mismo sentido, el artículo 5.6. de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos estipula que las penas privativas de la libertad 
tienen como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los 
condenados. 
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Así las cosas, el Estado está en la obligación de procurar la función 
resocializadora de las personas condenadas a penas privativas de la libertad. 
Por lo tanto, la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la sociedad 
y la víctima castiguen al condenado y que con ello vean sus derechos restituidos, 
sino que responde a la finalidad constitucional de la resocialización como 
garantía de la dignidad humana.  
8.4. Esa misma coherencia argumentativa fue expuesta por la Corporación en 
la Sentencia C-757 de 2014. En esa ocasión juzgó la constitucionalidad de la 
expresión “previa valoración de la conducta punible” contenida en el artículo 
30 de la Ley 1709 de 2014, el cual refiere a la posibilidad de que el juez de 
ejecución de penas conceda la libertad condicional a la persona condenada a 
pena privativa de la libertad cuando acredite los requisitos legales.  
 
Lo relevante de este asunto es que la Corte reiteró la importancia 
constitucional que tienen la resocialización de las personas condenadas y la 
finalidad preventiva especial de la pena. Por ello, indicó que el juez de 
ejecución de penas si bien puede tener en cuenta la conducta punible, la 
personalidad y antecedentes de todo orden para efectos de evaluar el proceso 
de readaptación social del condenado en procura de proteger a la sociedad de 
nuevas conductas delictivas, en todo caso, debe valorar la conducta punible 
teniendo en cuenta las circunstancias, elementos y consideraciones hechas 
por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean estas favorables o 
desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional de los condenados. 
 
8.5. De acuerdo con lo expuesto, a título de síntesis, la Sala estima que solo es 
compatible con los derechos humanos la ejecución de las penas que tiende a la 
resocialización del condenado, esto es, a su incorporación a la sociedad como 
sujeto capaz de respetar la ley. …”  (Resaltamos). 

 
Entonces, conforme con lo anterior y más puntualmente lo resaltado con letra más 
grande, dable es concluir que la pena privativa de la libertad ejecutada exclusivamente 
como venganza, ejemplo, expiación o retribución no tiene ningún sentido práctico para 
la colectividad que no puede eliminar de su seno definitivamente a una persona que, 
como en este caso, se le condenó porque aceptó haber infringido la ley, pero 
demostrando posteriormente a ello, que no se trata de un asocial o un inadaptado, pues, 
mientras ha permanecido privado de su libertad ha dado muestras suficientemente 
evidentes y claras de su progresivo proceso de resocialización, demostrando siempre 
una conducta BUENA o EXCELENTE.  
 
Con todo respeto, pregunto, qué más evidencias positivas de su progresiva y 
permanente resocialización debe demostrarle a la justicia el señor JOSE IGNACIO 
CORTES GUZMAN, para que ésta compruebe que no necesita permanecer más tiempo 
privado de su libertad porque su liberación condicional no representa un peligro para 
la sociedad; por el contrario, insistimos, que todo en el proceso demuestra 
fehacientemente que merece la oportunidad de poder reinsertarse plenamente a esa 
sociedad, a través del mecanismo de la libertad condicional, el cual precisamente fue 
establecido por el legislador con el fin de continuar con ese positivo progreso en el 
proceso de resocialización de la persona condenada. En consecuencia, es claro que, en 
este momento, no es necesario que la judicatura mantenga a mí representado judicial 
privado de su libertad, menos después de que ha permanecido en esa condición más del 
70% de la pena que se le impuso, dando durante ese tiempo evidencias más que 
suficientes de que concederle el derecho a la libertad condicional no representa peligro 
alguno para la sociedad, más sí una mejor oportunidad de continuar en el llamado 
proceso progresivo de resocialización.  
   
En consecuencia, se puede concluir que, contrariamente a lo expresado por la 
Honorable Jueza A-quo, lo demostrado en el proceso demuestra fehacientemente que 
en la situación jurídica del señor JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN, concurren todos los 
requisitos legalmente establecidos y desarrollados por la jurisprudencia constitucional, 
para que le sea reconocido su derecho a la libertad condicional provisional. 
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IV.- PETICION. 
 
 
Con fundamento en todo lo antes expuesto, comedidamente le solicito al Ilustre e 
Idóneo Juez de Segunda Instancia se sirva REVOCAR la providencia aquí impugnada y, 
en su lugar, concederle al señor JOSE IGNACIO CORTES GUZMAN su derecho a la libertad 
condicional provisional, por reunirse en su favor todos los requisitos legalmente 
establecidos para ello.    
 
 
Atentamente, 
 

 
JOSE MELQUIADES ORTIZ LOZANO 
C.C. No. 14.241.754 de Ibagué 
T.P. No. 82.686 del C.S. de la J. 
Calle 142 Nro. 127 F-06 Interior 16 Apto 304 Bogotá D.C. 
Teléfono 311-8975834 
E-mail jmol2662@hotmail.com 
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Radicado:11001-60-00-000-2017-01272 

N.I. 35-2017 

Condenado: JOSE IGNACIO CORTES GUZMÁN  

Delito: Concierto para delinquir Agravado, Homicidio  y Fabricación, porte o tenencia de 

armas de fuego  

 Asunto: RECURSO DE APELACION  auto interlocutorio del 24 de Noviembre del 2022  que 

niega LIBERTAD CONDICIONAL   

 

 

En mi condición de condenado en el asunto de la referencia, me permito presentar y 

sustentar el RECURSO DE APELACION contra el interlocutorio  del 24 de noviembre 2022 

emanado  por el Juzgado Veinte de Ejecución de penas y medidas de seguridad mediante el 

cual se me niega la libertad condicional. Veamos: 

Contrario a lo esbozado por el juez de primera instancia, no se discute que conforme a los 

lineamientos reseñados por la corte constitucional, confiere facultades al juez de ejecución 

de penas y medidas de seguridad para realizar valoraciones respecto de la modalidad y 

gravedad de la conducta punible, por la que ha sido declarada responsable una persona, 

pero con unos anhelos específicos que encuentran limitación en los postulados o normas 

rectoras que delinean los principios y fines específicos de las sanciones penales, pues no se 

trata, como lo ha realizado el funcionario de instancia, recrear nuevamente el episodio de 

la gravedad del hecho, en situaciones que ni siquiera fueron establecidas en el proceso. 

De ahí entonces, que considero, con todo respeto, que si bien la Honorable Corte 

Constitucional, confiere facultades de valoración en cuanto a la modalidad de la conducta 

y la gravedad del hecho, ello en nada legitima al Juez de ejecución de penas para realizar 

nuevos procesos de valoración atinentes a los ingredientes de la conducta punible, tampoco 

suplantar la función del Juez de conocimiento, menos aún, con un discurso disuasivo de 

temeridad, y utilizar calificativos que la función jurisdiccional no le otorga. Pero además, ha 

de tenerse en cuenta que si bien la honorable Corte Constitucional le confiere utilizar ese 

criterio, lo invita a que realice una valoración integrada con los procesos de readaptación, 

resocialización y comportamiento del condenado luego de que es declarado penalmente 

responsable, siempre bajo una óptica humanística donde se entienda la sanción penal no 



como un castigo o desquite del Estado o de la sociedad, sino como la forma civilizada de 

acceder a la individualidad del condenado, bajo procesos de graduación progresiva que le 

permitan entender al juez vigilante de la ejecución de la sanción penal que se puede 

suspender el tratamiento penitenciario, bien bajo la sustitución de otros medios de  

vigilancia, o bien devolviendo la confianza tanto al condenado, como a la sociedad, 

garantizando un comportamiento respetuoso frente a los bienes jurídicos y que hechos 

como los ejecutados no se volverán a repetir, delimitándolo con una libertad condicionada. 

Es que de eso se trata, de la suspensión del tratamiento penitenciario, supeditando la 
libertad a condiciones reales y específicas, no a una forma de terminación o cesación de la 
actividad estatal, en la medida en que el Juez de ejecución de penas, continua vigilante del 
comportamiento del individuo, bien, por el tiempo que le resta para cumplir la totalidad de 
la pena, o bien, si ha impuesto periodos de prueba que superen ese cuantum punitivo, pues 
precisamente para eso fueron creados los mecanismos de revocatoria a través de un 
trámite incidental; de ahí que el Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, posee 
las herramientas jurídicas suficientes e idóneas para garantizar los fines atinentes a la 
prevención especial y general, sin que se haga necesario estampar en todos los casos, bajo 
un criterio individual, una prohibición que la ley no contempla.  
 
Digo lo anterior, obviamente con mucho respeto, bajo conceptualizaciones eminentemente 

académicas y jurídicas, porque no resulta cierta la afirmación que hace el funcionario de 

primera instancia en el sentido de que ese criterio de valoración que le permite la sentencia 

de la Honorable Corte Constitucional, lo faculta no solo para hacer negatorio el derecho a 

la libertad condicional, sino además, para obligar al sentenciado a cumplir la totalidad de la 

pena, desconociendo los procesos de readaptación, resocialización, comportamiento del 

penado y las actividades académicas y laborales desarrolladas al interior del centro de 

reclusión, pues indudablemente esa errónea interpretación conlleva a la creación de una 

causal prohibitiva, que la ley penal expresamente no ha advertido, ya que en materia de 

prohibiciones estás deben estar descritas en forma clara y taxativa. Por eso se le preguntaba 

al Juez de primera instancia, con base en qué criterios jurídicos – legales, un juez de 

ejecución de penas, que obvia esos procesos de progresividad, puede de un lado, crear una 

prohibición que la ley no enmarca, al exigir el cumplimiento de la totalidad de la pena, o 

cómo logra determinar si debería cumplir más del 60% que la ley estima como las tres 

quintas partes, para asegurar que determinado condenado debe purgar el 70, 80 o 90 %. ; 

de ahí entonces, que a contrario censu de lo manifestado por el distinguido Juez de primera 

instancia, ninguna ley describe un porcentaje tarifario para determinar qué tiempo de pena 

debe cumplir el condenado, la ley solo se refiere a prohibiciones o exclusiones, tampoco la 

jurisprudencia de las altas Cortes, advierten determinado porcentaje ni condicionamientos 

precisos, por ende, no puede quedar al arbitrio del funcionario judicial la determinación de 

cumplir la totalidad de la pena, mucho menos los porcentajes que debe cumplir cada uno 

de los condenados, pues debe necesariamente acudir a los procesos de graduación y 

progresividad comportamental del condenado en la ejecución de la sentencia, tal como lo 



advierten la Corte Constitucional en la sentencia c-757 del 2014, t-640 del 2017 y la 

Honorable Magistrada SALAZAR CUELLAR, en las decisiones de noviembre de 2019 y abril 

de 2020, al igual la sentencia STP 4236 del 30 de junio del 2020 que fueron desatendidas 

por el funcionario judicial de primera instancia, no solo como criterio de orientación para 

fundamentar la suspensión o no del tratamiento penitenciario, sino además, como 

precedente jurisprudencial, en el que se insiste se deben tener en cuenta los procesos 

comportamentales de los condenados. 

No se trata pues, de un requisito sin importancia como lo aduce el Juez de ejecución de 

penas, pues lo que hizo en esta ocasión fue solamente tener en cuenta el grado de lesividad 

para negar el derecho, desechando el compromiso del condenado desde el instante en que 

fue sancionado penalmente, sin miramiento a ningún juicio de ponderación que le 

permitiera concluir que se hace necesario que cumpla la pena. Es que precisamente ese test 

de ponderación, no mirado solo desde la óptica de la gravedad del hecho, sino analizado 

con los demás antecedentes personales del penado, le permiten al operador jurídico obrar 

en justicia y determinar efectivamente la necesidad de que se mantenga en la misma 

situación o por el contrario reconocer el derecho, que valga la pena indicar, es condicionado 

a otros requerimientos donde la misma ley faculta al Juez de ejecución de penas para 

imponerlas subsidiariamente, precisamente para que cumpla con los fines de la pena, 

sopena de su revocatoria; ese si es el verdadero espíritu de las sanciones penales y la razón 

de ser de un beneficio supeditado a condición, pues no acontecería lo mismo con aquel que 

no ha mostrado arrepentimiento y un comportamiento que demuestre un anhelo de salirle 

al paso a aquella dificultad, que no cumpla con los estándares de resocialización y 

readaptación. 

Mi proceso de resocialización ha sido excelente durante la ejecución de la pena, superando 
cada una de las fases del tratamiento penitenciario, encontrándome actualmente en fase 
de Mediana seguridad aspectos que, aunque se reconocen por el AD QUO, los desestima 
en el valor subjetivo para hacer nugatorio el derecho al que se tiene. Por estas razones se 
le recuerda al señor juez lo advertido por la Corte Suprema de Justicia: 
 
Radicado STP15806-2019, Rad 107644 del 19 de noviembre de 2019, Ponencia de la 
Magistrada Patricia Salazar Cuellar, en la que reseña:  
 

i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la 
alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos 
protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible con 
prohibiciones expresas frente a ciertos delitos, como sucede con el artículo 
68A del Código Penal. En este sentido, la valoración no puede hacerse, 
tampoco, con base en criterios morales para determinar la gravedad del delito, 
pues la explicación de las distintas pautas que informan las decisiones de los 
jueces no puede hallarse en las diferentes visiones de los valores morales, sino 
en los principios constitucionales;  



ii)  La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la conducta 
punible, como también lo son las circunstancias de mayor y de menor 
punibilidad, los agravantes y los atenuantes, entre otras. Por lo que el juez de 
ejecución de penas debe valorar, por igual, todas y cada una de éstas;  

iii)  Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado por el 
juez que profiere la sentencia condenatoria, éste es solo uno de los distintos 
factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir 
sobre la libertad condicional, pues este dato debe armonizarse con el 
comportamiento del procesado en prisión y los demás elementos útiles que 
permitan analizar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena 
privativa de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, la participación del 
condenado en las actividades programadas en la estrategia de readaptación 
social en el proceso de resocialización. Por tanto, la sola alusión a una de las 
facetas de la conducta punible, esto es, en el caso concreto, solo al bien 
jurídico, no puede tenerse, bajo ninguna circunstancia, como motivación 
suficiente para negar la concesión del subrogado penal. Esto, por supuesto, no 
significa que el juez de ejecución de penas no pueda referirse a la lesividad de 
la conducta punible para valorarla, sino que no puede quedarse allí. Debe, por 
el contrario, realizar el análisis completo.  

iv) El cumplimiento de esta carga motivacional también es importante para 
garantizar la igualdad y la seguridad jurídica, pues supone la evaluación de 
cada situación en detalle y justifica, en cada caso, el tratamiento diferenciado 
al que pueda llegar el juez de ejecución de penas para cada condenado.  

 
Bajo la misma línea argumentativa, de que el operador jurídico no debe concentrarse 
únicamente en la valoración de la conducta delictiva, vuelve y lo reitera la misma Honorable 
Magistrada en el radicado 52.620, fechado abril 22 de 2020, cuando sostiene:  
 
“… Aplicando una argumentación exclusivamente focalizada en el delito en el que incurrió 

el sentenciado, mas no en el desempeño personal, familiar o social, el cual se relaciona 

con la interacción del procesado en sociedad, y no con la modalidad de comisión del 

injusto o de la gravedad del mismo (CSJ SP 26 jun. 2009, rad. 47.475), el tribunal repite el 

juicio de antijuridicidad al justificar la negativa del subrogado en la dañosidad atribuible, 

en términos generales, a los grupos armados ilegales. Desde luego, tanto a quo como ad 

quem aludieron a que, “desde el punto de vista subjetivo, el encartado ningún 

acatamiento ha tenido con las normas penales”. Mas ese aserto es del todo inadecuado 

para justificar la negativa del subrogado por ese factor. En primer lugar, porque, salvo el 

presente caso, no existe evidencia sobre antecedente penal alguno en contra del 

sentenciado; es más, ni siquiera existe en la actuación registro de alguna otra 

investigación penal seguida en contra de CORTES GUZMÁN. 

También, recientemente en decisión STP 4236 del 30 de junio del 2020 reitera diciendo: 



“no es procedente analizar la concesión de la libertad condicional a partir solo de la 
valoración de la conducta punible, en tanto la fase de ejecución de la pena  debe ser 
examinada por los jueces ejecutores, en atención a que ese periodo debe guiarse por las 
ideas de resocialización y reinserción social, lo que de contera debe ser analizado.” 
Pero, además, la tutela 718 del 2015, advierte que, si bien se le a dado al juez de ejecución 
de penas la facultad de analizar la gravedad y modalidad de la conducta punible conforme 
a lo plasmado en la sentencia condenatoria, igualmente están obligados a realizar 
valoración relacionada con los demás tópicos del hecho punible, como circunstancias de 
mayor o menor punibilidad o cualquier otra circunstancia que le sea favorable al 
sentenciado. Adicionalmente, el juez de ejecución está en la obligación de analizar el 
proceso de reeducación y reinserción social del penado, como consecuencia natural de la 
definición de Colombia como un Estado Social de Derecho fundado en la dignidad humana, 
que permite humanizar la pena de acuerdo con el artículo 1 de la Constitución Política y 
evitar criterios retributivos de pena más severos.  
 
Tal y como se puede observar, el juez de primera instancia desatendió los criterios 
orientadores para la determinación del aspecto subjetivo contenido en el artículo 64 del 
C.Penal, pero a la vez, desconoce el precedente judicial tanto del máximo Tribunal 
Constitucional (T 718 DE 2015, C 328 de 2016 y C 313 de 2014, C 757 de 2014, T-640 de 
2017) como el de la jurisdicción ordinaria (Radicados 50836 de octubre 10 de 2018) y las 
mencionadas, las cuales si bien reconocen en el juez de ejecución de penas, la realización 
de una valoración frente a la gravedad de la conducta, también le advierten la necesidad de 
explorar aspectos relacionados con el proceso de resocialización y readaptación del penado, 
igualmente importantes al momento de pronunciarse respecto del beneficio condicional.  
 
Lo anterior permite advertir que la decisión de primera instancia constituye una vía de 
hecho derivada del defecto conocido como decisión sin motivación que se configura 
“cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial 
incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la 
soportan” (C-590/2005 y T- 041/2018, entre otras), pues resulta extraño que a pesar de la 
insistencia de pronunciamiento desde hace varios meses, solo ahora despache con 
cuestionados presupuestos argumentativos la negativa de la libertad condicional, habiendo 
variado desde hace muchos meses la situación personal del condenado, sin tenerlos 
presentes, manteniendo la permanencia intramural, en principio en forma indefinida, pero 
con la redacción argumentativa hasta que se cumpla la totalidad de la pena, bajo el 
entendido absoluto que en esta clase de conductas solo prosperan beneficios como el 
permiso de fin de semana, permiso por 72 horas o las redenciones, lo que evidencia 
claramente la creación de una nueva causal de exclusión o prohibición, fundada en la 
valoración que la honorable Corte Constitucional permite, pero bajo un espíritu 
motivacional muy distinto y lejos de la motivación de la Ley 1709, que para el señor Juez de 
primera instancia, únicamente buscaba disminuir o descongestionar el personal de los 
centros de reclusión en conductas de baja connotación social, argumentación que hoy en 
día pierde vigencia frente al hacinamiento carcelario y el surgimiento del COVID 19, como 
amenaza constante de una población tan vulnerable como lo son las personas que 



permanecen en centros penitenciarios o de paso, a la espera de que un operador jurídico 
reconozca el principio de dignidad humana, la aplicación del principio pro homine , pero en 
especial la devolución de la confianza frente a la sociedad misma, prefiriéndose como en el 
caso presente mantenerlo privado de la libertad, bajo la amenaza constante de ser 
contagiado por la pandemia, en lugar de seleccionar otros medios coercitivos de 
cumplimiento total de la pena, como lo es la LIBERTAD CONDICIONAL.  
 
 
Resulta claro entonces, que bajo los anteriores fundamentos de hecho y de derecho, y en 
consideración a que el propósito fundamental de la pena, que se enmarca dentro del 
postulado de prevención especial positiva, busca asegurar la resocialización del condenado 
y cuya finalidad última es integrarlo nuevamente a la sociedad, finalidad ésta, consagrada 
en el artículo 4° del Código Penal, considero procedente que usted Señor Juez de segunda 
instancia, REVOQUE la decisión y CONCEDA el beneficio de la libertad condicional regulado 
en el artículo 64 del estatuto represor, al señor JOSE IGNACIO CORTES GUZMÁN.  
 
Dado que el punto de discusión estriba solamente en cuanto a la motivación que tuvo en 
cuenta el señor Juez de primera instancia, referido al ingrediente subjetivo, no se hace 
necesario hacer mención a los ingredientes objetivos supeditados al arraigo personal y 
familiar del condenado, en la medida en que fueron aceptados y reconocidos por el juez de 
primera instancia.  
 
UEs que esta posición de algunos operadores jurídicos para negar el beneficio de la libertad 
condicional, cuando se reúnen los requisitos legales para ello, y desconociendo el 
precedente jurisprudencial al respecto, además de rayar esta conducta con el campo penal, 
es enviar un mensaje equivocado y muy peligroso a la población privada de la libertad, cual 
es, que de nada vale tener buen comportamiento durante la ejecución de la pena para 
obtener la libertad condicional, pues con esta terca y antijurídica posición subjetiva al 
valorar la conducta punible nunca se podrá acceder a dicho beneficio. 
 
Como ya lo hemos anotado, no se trata de resolver con inquina, odio y animo vengativo a 
nombre de la sociedad, si no la aplicación de la ley de manera justa, confiriendo los 
beneficios a los que se tiene derecho cuando se cumplen los requisitos para ello, pues mi 
deuda con la justicia ya está siendo saldada de acuerdo a la normatividad vigente y aplicable 
para mi caso y situación. 
 
Además, resulta extraño y preocupante que, en una providencia de este mismo despacho, 
fechada el 16 de enero de 2020, se conceda el beneficio de la libertad condicional, siguiendo 
los lineamientos legales, en un caso en idénticas condiciones fácticas y jurídicas al mío, pues 
se atenta contra el sagrado principio de la seguridad jurídica e igualdad, permitiéndome 
trascribir algunos apartes de la misma: 
(….)  
Por tanto, este despacho, ocupándose de la valoración de la gravedad de los delitos 
imputados y fallados en contra del penado ya conocido, esto es, concierto para delinquir 



agravado y fabricación, trafico o porte de armas de fuego y municiones consideras que su 
proceder delictivo es de extrema gravedad, cada una de las circunstancias de tiempo  modo 
y lugar ya conocida a través de la sentencia condenatoria es emitida en su contra, por lo 
que, es claro que le asistes una deuda con la sociedad como el infractor del ordenamiento 
penal, toda vez que el comportamiento desarrollado de su parte, causa enorme daño social 
y gran conmoción general, denotando la perdida absoluta de valores en quien ejecuta esta 
clase de acciones delinquidas, contribuyendo así ala descomposición moral y social de la 
comunidad en general. 
 

“Respeto a la valoración de la conducta punible, este Despacho, se permite realizar 
el análisis subjetivo demandado por la norma en cita, atendiendo los parámetros 
establecidos para ello, en el fallo de tutela del 19 de noviembre de 2019, de la sala 
de casación penal, STP 16212-2019, siendo magistrado ponente el doctor Luis 
Antonio Hernández Barbosa…” 
Ahora bien en reciente pronunciamiento  la honorable corte Suprema de Justicia en 
sentencia AP2977 -2022 del 12 de julio del año que  avanza el Dr. FERNANDO LEON 
BOLAÑOS PALACIOS  
“El análisis  de la modalidad de las conductas no puede  agotarse en su gravedad y 
tampoco se erigen el único factor  para determinar  la  concesión o no del beneficio  
punitivo, pues ello contraria el principio  de dignidad humana que  irradia todo 
ordenamiento penal,acotó. 

“siendo así, analizados los siguientes requisitos, se concreta que a pesar de la gravedad de 
los delitos imputados y fallados en contra del penado ya conocido, el tratamiento 
penitenciario y resocializador desplegado por el mismo interno en reclusión intramural, ha 
tenido un resultado positivo en su comportamiento personal, al demostrar su interés en 
rectificar su proceder en pro de su reincorporación social, como función y fin de la pena, 
que tiene que ver con la prevención general y la retribución justa”. 
 
 
 
Considero con todo respeto, que con este tipo de decisiones negatorias a un derecho 
adquirido se vulneran elementales principios como el debido proceso, el derecho a la 
igualdad, la seguridad jurídica, el derecho a la libertad y dignidad humana, por lo que insisto 
al superior jerárquico, se sirva REVOCAR la providencia impugnada y en su lugar se me 
CONCEDA el subrogado de la LIBERTAD CONDICIONAL.  
 
Toda vez que me encuentro privado de la libertad desde hace ( 51/2 ) años  más la redención 
de pena que da un guarismos sin ningún ingreso de recursos, mi situación económica es 
bastante precaria, por lo que le solicito se abstenga de imponer alguna caución de tipo 
pecuniario, pues estaría en incapacidad de cubrirla. 
No está por demás su señorita solicitar se tenga en cuenta la ley 418 de Julio de 2022 
 
Gracias por su atención prestada. 
 



 
De usted señor juez con admiración, respeto y acatamiento  
 
Cordialmente  
JOSE IGNACIO CORTES GUZMÁN  
C.C.  71189324 
COMEB PICOTA BOGOTÁ PATIO  6 PASILLO  2 ESTRUCTURA 1 
 
 
 
 
 
 


